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Solicitud de elaboración de oficio de levantamiento de medidas cautelares - Proceso Ejecutivo Singular Terminado

Mié 1/07/2020 2:17 PM

Bogotá D.C., 1 de Julio de 2020. 
 
Señores 
JUZGADO ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D. 
 

Ref.: EJECUTIVO SINGULAR DE MAYOR CUANTÍA 
DEMANDANTE: HABITAT ARQUITECTURA Y CONSTRUCCIÓN S.A.S. 
DEMANDADO: CONSORCIO OBRAS OC INGENIEROS – PROURBANOS - PROURBANOS 
RADICADO: 2019-208-00 

 
ASUNTO: ELABORACIÓN DE OFICIO BANCO DE BOGOTA.

 
MAURICIO ANDRADE SANTAMARÍA, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi
correspondiente firma, actuando en calidad de apoderado judicial de la empresa demandada LUIS ANCELMO RODRIGUEZ Y CIA LTDA., por medio
del presente escrito me permito reiterar la siguiente petición:

Se proceda a expedir oficio de levantamiento de medidas cautelares de embargo y retención de dineros aplicada a la empresa que represento, dirigida ante el
BANCO DE BOGOTA, teniendo en cuenta la terminación del proceso por conciliación, conforme audiencia del 12 de marzo de 2020.

Autorizo la recepción del presente oficio a traves de este medio o si no es posible, agendar cita para recepcionarla en el despacho.

Cordialmente, 

Del Señor Juez,  
 
 
____________________________________ 
MAURICIO ANDRADE SANTAMARIA 
C.C. No. 86.083.103 de Villavicencio 
Tarjeta Profesional No. 176.372 del C.S.J. 

MA
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Bogotá D.C., 13 de agosto de 2020. 
 
Señores 
JUZGADO ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D. 
 

Ref.: EJECUTIVO SINGULAR DE MAYOR CUANTÍA 
DEMANDANTE: HABITAT ARQUITECTURA Y CONSTRUCCIÓN S.A.S. 
DEMANDADO: CONSORCIO OBRAS OC INGENIEROS – PROURBANOS - PROURBANOS 
RADICADO: 2019-208-00 

 
ASUNTO: ELABORACIÓN DE OFICIO BANCO DE BOGOTA.

 
MAURICIO ANDRADE SANTAMARÍA, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en calidad de
apoderado judicial de la empresa demandada LUIS ANCELMO RODRIGUEZ Y CIA LTDA., por medio del presente escrito me permito reiterar la siguiente petición:

Se proceda a expedir oficio de levantamiento de medidas cautelares de embargo y retención de dineros aplicada a la empresa que represento, dirigida ante el BANCO DE BOGOTA, teniendo en
cuenta la terminación del proceso por conciliación, conforme audiencia del 12 de marzo de 2020.

Autorizo la recepción del presente oficio a traves de este medio o si no es posible, agendar cita para recepcionarla en el despacho.

Cordialmente, 

Del Señor Juez,  
 
 
____________________________________ 
MAURICIO ANDRADE SANTAMARIA 
C.C. No. 86.083.103 de Villavicencio 
Tarjeta Profesional No. 176.372 del C.S.J. 
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Bogotá DC., 13 de agosto de 2020. 
 
 
 
Señor 
JUEZ ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  
E. S. D. 
 

REF: EJECUTIVO SINGULAR DE MAYOR CUANTÍA. 
DEMANDANTE: HABITAT ARQUITECTURA Y CONSTRUCCIÓN S.A.S. 
DEMANDADOS: CONSORCIO OBRAS OC INGENIEROS – PROURBANOS 

– PROURBANOS. 
RADICADO: 
 
ASUNTO: 

2019-00208-00. 
 
REITERACIÓN DE CREACIÓN DE OFICIO 
CANCELACIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES. 

 
MAURICIO ANDRADE SANTAMARIA, mayor de edad y vecino de la ciudad de Bogotá D.C, pero 
de paso por esta ciudad, identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma, actuando 
en calidad de apoderado judicial de la compañía LUIS ANCELMO RODRIGUEZ Y CIA LTDA., 
respetuosamente manifiesto a este Despacho que se decrete de la manera más inmediata posible, a emitir 
el respectivo oficio dirigido al BANCO DE BOGOTA para que levante las medidas cautelares. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que desde el mes de marzo de 2020 fue terminado el proceso ejecutiv. 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
________________________________________ 
MAURICIO ANDRADE SANTAMARIA 
C.C. No.86.083.103 de V/cio. 
T.P. No. 176.372 del C.S.J. 



JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., diez (10) de agosto de dos mil veinte (2020) 

 
REF.: 11001310301120190020800 

 

En atención al informe secretarial que antecede y previo a resolver lo que 

en derecho corresponda, toda vez que el Juzgado Veinticuatro (24) Civil del 

Circuito de Bogotá y la Aeronáutica Civil, no han dado respuesta alguna a 

los requerimientos que ha efectuado este Despacho, se dispone: 

 

PRIMERO: REQUERIR POR SEGUNDA VEZ al Juzgado Veinticuatro (24) 

Civil del Circuito de Bogotá para que, de forma inmediata, indique cuál es 

el límite de la medida cautelar decretada al interior del proceso radicado 

bajo el número 2019-703, toda vez que en el oficio Nº 266 de 28 de enero 

de la presente anualidad, no se señaló dicho dato. Por Secretaría 

comuníquese lo anterior a través del correo 

ccto24bt@cendoj.ramajudicial.gov.co, advirtiéndole que se le había 

comunicado la anterior petición y por el mismo medio, el pasado 17 de 

marzo.  

 

SEGUNDO: REQUERIR POR ÚLTIMA VEZ a la Aeronáutica Civil y a su 

director, el señor Juan Carlos Salazar, para que de contestación inmediata 

al oficio No. 1848, el cual fue radicado en esa entidad el 14 de enero de 

2019, so pena de hacerse acreedor a las sanciones estipuladas en el 

artículo 44 del Código General del Proceso y de responder por el 

correspondiente pago, tal como lo señala el inciso segundo del numeral 

cuarto del artículo 593 ejusdem. Por Secretaría comuníquese lo anterior a 

través del correo atencionalciudadano@aerocivil.gov.co y 

notificaciones_judiciales@aerocivil.gov.co1, anéxese copia del escrito 

obrante a folio 18 del encuadernado, advirtiéndole que se le había 

comunicado la anterior petición por el mismo medio el pasado 17 de marzo. 

 

 
1 http://www.aerocivil.gov.co/ 

mailto:ccto24bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
http://www.aerocivil.gov.co/
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Por otro lado, teniendo en cuenta que existe un embargo de remanentes en 

contra de Prourbanos CIMA y Cía., S. en C., y O.C. Ingenieros S.A.S., así 

como también, se informó por parte de la Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales – DIAN, la existencia de deudas fiscales en mora a 

cargo de O.C. Ingenieros S.A.S. ($180´532.000) y Luis Ancelmo Rodríguez y 

Cía. LTDA., ($377´713.000), se pone en conocimiento de las partes lo 

anterior, para que en el término de cinco (5) días se pronuncien sobre el 

particular, en atención a la prelación de pagos de que trata el artículo 2495 

del Código Civil y los artículos 839 y 839 – 1 del Estatuto Tributario.  

 

Finalmente, se advierte a las partes que todo memorial que sea radicado 

ante el Juzgado, debe remitirse con copia a su contraparte y acreditar dicha 

actuación, tal como lo preceptúa el numeral 14 del artículo 78 del Código 

General del Proceso y el Decreto 806 de 2020. 

 

     NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

 

 

 
 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 
 

Jueza 
 
 
 
 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D. C. 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La 
providencia anterior es notificada por 
anotación en ESTADO N° 078 hoy 18 de 
agosto de 2020. 
 

LUÍS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ 
 Secretario 
JASS  



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

  
 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Car. 9ª N°11-45 Piso 4° Torre Central Complejo El Virrey Bogotá, D.C. 

Telefax: 2820017 ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Hora: 10:00 a.m.  

Fecha: 11 de agosto de 2020 

Despacho: Juzgado 11 Civil del Circuito de Bogotá, D.C.  

Referencia: 11001-31-030-11-2019-0019000 

Tipo: Ejecutivo  

Demandante: Vidal Pulido Mora 

Apoderado: Luis Emiro González   

Demandado: Juan Carlos Alvis y Claudia Julieta Correa      

Apoderado:  Luis Alfonso Cabrera Llanos   

Asunto: Audiencia inicial y de sustentación y fallo de que trata los artículos 372 

y 373 del Código General del Proceso  

 

INTERVINIENTES 
 
Juez Once Civil del Circuito de Bogotá: María Eugenia Santa García 
 
Apoderado parte demandante: Luis Emiro González   
 
Parte demandante: Vidal Pulido Mora 
 
Parte demandada: Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa 
Villada 
 
Apoderado parte demandada: Luis Alfonso Cabrera Llanos   
 
Secretario ad-hoc: Jeisson Sáenz Santamaría  
 

Nota 1: Presentación de las partes. 

 

Nota 2: Conciliación. El despacho ilustró a las partes sobre los beneficios 

que un arreglo formal y amigable representa para las mismas así como sus 

implicaciones legales y, en tal virtud, los exhortó, advirtiéndoles que lo que 

se dialogue en desarrollo de dicha etapa, no será tenido como confesión y 

que, la fórmula que eventualmente proponga el despacho, no constituye 

prejuzgamiento. 

 



Nota 3: Se declaró fallida la conciliación y se ordenó continuar con la 

actuación procediendo a practicar los interrogatorios de los extremos de la 

litis por parte del despacho y por los apoderados judiciales que lo 

solicitaron. 

 

Nota 4: Se efectúo la fijación de hechos y objeto del litigio. Se determinó 

que hechos estaban aceptados y probados.  

 

Nota 5: Se agotó la etapa de saneamiento. No se encontró por parte del 

despacho alguna causal de nulidad o irregularidad que fuera necesario 

sanear. La parte demandante se pronunció en igual sentido.  

 

Nota 6: El apoderado judicial del extremo pasivo interpuso recurso de 

apelación contra la etapa de saneamiento, el cual fue rechazado de plano 

por improcedente.  

 

Nota 7: Se practicaron las pruebas, tal como se dispuso en auto del 01 de 

octubre de 2019. 

 

Nota 8: Se declaró cerrada la etapa probatoria. 

 

Nota 9: Los extremos de la litis, por conducto de sus representantes 

judiciales, rindieron sus alegatos de conclusión. 

 

Nota 10: Tomando en consideración que no es posible proferir sentencia, 

pues la diligencia se extendió más de lo presupuestado y se programaron 

audiencias para el día de hoy a las 2:00 p.m. y 3:30 p.m., se fijó como fecha 

para dictar sentencia al interior del presente asunto el día 14 de agosto de 

2020 a las 3:00 p.m.  

 

Nota 11: Las decisiones adoptadas fueron notificadas en estrados. 

 

No siendo más el motivo de la presente audiencia, se termina y firma por 

quien la preside.  

 



 

La presente terminó a la 1:53 p.m., consta de 3 folios y grabación mediante 

la herramienta Microsoft Teams. 

 

 

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Jueza 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., catorce (14) de agosto de dos mil veinte (2020)  

 

Ref.: Exp. 11001310301120190019000  
Clase: Ejecutivo  
Demandante: Vidal Pulido Mora          
Demandado: Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa      

 

I. OBJETO DE DECISIÓN 

 

Profiere el Despacho, por escrito, la SENTENCIA dentro del asunto de la 

referencia, en aplicación a lo dispuesto en el inciso 3º del numeral 5º del 

artículo 373 del Código General del Proceso, por la razón expuesta en la 

audiencia llevada a cabo en la fecha de esta providencia. 

  

II. ANTECEDENTES 

 

1. El demandante Vidal Pulido Mora, actuando por conducto de apoderado 

judicial, instauró demanda ejecutiva contra Juan Carlos Lorenzo Alvis y 

Claudia Julieta Correa Villada y, para tal efecto, aportó como base de 

recaudo ejecutivo el pagaré relacionado con el Nº P-79923709, por valor 

de doscientos millones de pesos [$200’000.000.oo].  

 

2. Como pretensiones, peticionó el extremo activo, en compendio, ordenar 

a la parte demandada pagar: (i) $200’000.000 por concepto de capital, (ii) 

intereses de plazo generados entre el 03 de abril al 05 de julio de 2017, y 

(iii) intereses moratorios desde el 06 de julio de 2017 y hasta que se 

verifique el pago total de la obligación.  

 

Las pretensiones en mención se sustentaron, en compendio, en que los 

demandados, actuando como personas naturales, firmaron al ejecutante 
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el pagaré base de la acción por la suma de $200’000.000,oo, que debía 

ser cancelada el 05 de julio de 2017, sin embargo, dicho pago no tuvo 

lugar, razón por la cual se inició la presente acción judicial, toda vez que 

título valor aportado contiene una obligación clara, expresa y actualmente 

exigible.  

 

3. La demanda se asignó a este Juzgado y, en tal virtud, por auto del 05 

de abril de 2019 se libró mandamiento ejecutivo a favor de la parte 

demandante en la forma peticionada –fls. 13 y 14-, el cual fue corregido en 

proveído del 31 de mayo del mismo año. También se decrataron las 

medidas cautelares deprecadas. 

 

4. Los demandados se notificaron personalmente mediante apoderado 

judicial el 23 de julio de 2019, contestaron la demanda y propusieron 

medios exceptivos que denominaron: (i) “carencia de causa en la 

obligación, (ii) falta de jurisdicción y competencia, (iii) ineptitud de la 

demanda, (iv) intereses por encima de los topes legales establecidos por 

la Superintendencia Financiera de Colombia, lo que nos traslada a la 

conducta punible de usura, (v) inexistencia de recursos suficientes del 

acreedor como persona natural para la celebración del mutuo o préstamo, 

(vi) excepción de compensación, (vii)  falta de integración del litisconsorte 

necesario por pasiva y, (viii) falta de legitimación en la causa por pasiva.” 

 

5. La parte actora se pronunció frente a la contestación de la demanda y 

los medios exceptivos propuestos por los ejecutados, oponiéndose a su 

prosperidad.   

 

6. El 1º de octubre de 2019, se convocó a las partes a la audiencia de que 

tratan los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso, y en 

aplicación al parágrafo único del primer canon normativo, se decretaron 

las pruebas que solicitaron los extremos de la litis. 

 

7. La fecha inicialmente fijada tuvo que ser reprogramada en virtud a la 

suspensión de términos que, a partir del 16 de marzo de 2020, dispuso el 
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Consejo Superior de la Judicatura a través de diferentes actos 

administrativos, hasta el 1º de julio del año en curso1, estableció algunas 

excepciones y adoptó otras medidas por motivos de salubridad pública y 

fuerza mayor, con ocasión de la pandemia generada por el COVID-19, la 

cual fue catalogada por la Organización Mundial de la Salud como una 

emergencia de salud pública de impacto mundial. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales. 

 

Parte esta instancia judicial de admitir la presencia de los presupuestos 

procesales que permiten un pronunciamiento de fondo en  el caso sometido 

a nuestra consideración, pues, la capacidad para ser parte, así como la 

procesal, se evidencian aquí sin objeción, los extremo del litigio son 

personas naturales, plenamente capaces, y comparecieron al proceso a 

través de apoderado judicial debidamente constituido para ello, y la 

demanda reúne las exigencias formales, y en tal virtud, se libró la 

respectiva orden de pago.  

 

En torno a la competencia, es de advertir que al momento de ejercer el 

control de legalidad dentro de la audiencia inicial, y toda vez que en dicho 

momento procesal el apoderado de los ejecutados alegó que este Juzgado 

carecía de la misma, toda vez que sus representados no residen en la 

ciudad de Bogotá, el Despacho se pronunció de manera expresa sobre el 

particular.  

 

En síntesís, se clarificó que la falta de competencia por el domicilio de la 

persona natural  [factor territorial], por configurar  una excepción previa 

conforme al numeral 1º del 100 del Código General del Proceso, debió 

alegarse mediante recurso de reposición contra el mandamiento de pago, 

como así lo establece elnumeral 3º del artículo 442 ejusdem, de tal suerte 

 
1 Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, 

PCSJA20-11528, PCSJA20-11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546, PCSJA20-11517 y PCSJA20-11567, entre 

otros. 
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que se hubiese dado el trámite indicado en el artículo 101 ibídem , esto es, 

recepcionar hasta dos testimonios para determinar lo anterior, sin embargo 

ello no aconteció. 

 

También se recordó que la falta de competencia que podría generar una 

nulidad insaneable es aquella por el factor funcional o subjetivo, y  

cualquier otra eventual irregularidad se tiene por subsanada sino se alega 

oportunamente a través de los mecanismos que contempla el estatuto 

general del proceso [Art. 133 ib]. 

  

3.  La acción ejecutiva. 

 

3.1. De conformidad con lo dispuesto en el  el artículo 422 del Código General 

del Proceso, que pueden demandarse ejecutivamente, entre otras, las 

obligaciones claras, expresas y exigibles que consten en documentos que 

provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba en su 

contra. Se memora que, un documento constituye plena prueba en contra de 

una persona, cuando existe certeza de que proviene de ésta, bien porque  

fue manuscrito o firmado por ella, o haber sido reconcocido ante juez o 

notario o, en su defecto, por estar revestido de la presunción de autenticidad. 

 

3.2. En el caso que nos convoca se aportó como base de recaudo ejecutivo 

el pagaré No. P-79923709, por $200’000.000.oo, a favor de Vidal Pulido 

Mora, suscrito el 3 de abril de 2017, por Juan Carlos Lorenzo Alvis y 

Claudia Julieta Correa,  quienes autenticaron sus firmas, el mismo día, 

ante la Notaría Única de Funza, el cual tiene como fecha de vencimiento 

5 de julio de 2017.  

  

El referido pagaré cumple con las exigencias tanto generales previstas para 

los títulos valores en el artículo 621 del Código de Comercio, como las 

particulares que para el pagaré establece el artículo 709 al 711 ibídem, y no 

fue desconocido ni tachado de falso por los ejecutados, de donde se 

desprende que, al tenor de lo dispuesto por el artículo 422 del Código 

General del Proceso, el mismo presta mérito ejecutivo, toda vez que da 
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cuenta de la existencia de una obligación clara, expresa y exigible, a cargo 

de los demandados, razón por la cual, se libró la orden de pago deprecada.  

 

3.3. Siendo el pagaré un título valor, como en efecto lo es, al mismo lo cobijan 

los principios rectores que rigen a los títulos valores, extraídos éstos de la 

definición que de los mismos hace el artículo 619 del Código de Comercio, 

en el sentido que “son documentos necesarios para legitimar el ejercicio del 

derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora”. 

 

Los referidos elementos esenciales son: (i) la incorporación, que significa que 

el titulo valor incorpora en el documento que lo contiene, un derecho de 

crédito, exigible al deudor cambiario por el tenedor legítimo del mismo; (ii) la 

literalidad, está relacionada con la condición que tiene el título valor para 

enmarcar el contenido y alcance del derecho de crédito en él incorporado, 

“sin que resulten oponibles aquellas declaraciones extracartulares que no 

consten en el cuerpo del mismo”;  (iii) la legitimación, según la cual, el tenedor 

del titulo valor se encuentra jurídicamente habilitado para exigir judicial o 

extrajudicialmente  el cumplimiento de la obligación crediticia contenida en el 

documento, conforme a las condiciones de literalidad e incorporación antes 

descritas; y, (iv) la autonomía, se refiere al ejercicio independiente del 

derecho incorporado en el título valor  por parte de su tenedor legítimo, lo 

cual implica, de un lado, la posibilidad de transmitirlo a través del mecanismo 

del endoso y, del otro, el carácter autónomo del derecho que recibe el 

endosatario. 

 

Precisamente, con base en lo anterior, la Corte Constitucional concluyó:  

“Por ende, los títulos valores, revestidos de las condiciones de 

incorporación, literalidad, legitimación y autonomía, constituyen títulos 

ejecutivos por antonomasia, en tanto contienen obligaciones cartulares, 

que en sí mismas consideradas conforman prueba suficiente de la 

existencia del derecho de crédito y, en consecuencia, de la exigibilidad 

judicial del mismo” 2 [se destaca]. 

 

 
2 Corte Constitucional Sentencia T-310 de 2009 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva  
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4. Medios exceptivos planteados  

 

Tomando en consideración las características particulares de los títulos 

valores, la normatividad mercantil establece un listado taxativo de 

excepciones que puede oponer el demandado frente al ejercicio de la 

acción cambiaria, contenido en el artículo 784 del Código de Comercio, el 

cual relaciona en forma específica las que pueden oponerse contra la 

misma. 

 

Pues bien, tal como se consignó en el acápite de los antecedentes, los 

demandados Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa Villada  

formularon a través de su apoderado ocho excepciones, las cuales serán 

compendiadas en cuatro grupos para su estudio. 

  

4.1. “Falta de jurisdicción o competencia, falta de integración del 

litisconsorte necesario por pasiva, e inepta demanda”. 

 

De entrada se advierte que, toda vez que las referidas defensivas 

configuran excepciones previas, conforme a los numerales 1º, 5º y 9º del 

artículo 100 del Código General del Proceso, debieron alegarse  mediante 

reposición contra el mandamiento de pago proferido el 5 de abril de 2019, 

como así lo establece el numeral 3° del artículo 442 de dicho estatuto, 

razón por la cual las mismas no serán analizadas en este momneto 

procesal.  

  

No obstante lo anterior, se pone de presente que las dos primeras 

excepciones fueron objeto de pronunciamiento por parte del Despacho en 

la audiencia llevada a cabo el pasado 11 de agosto, frente a la supuesta 

irregularidad que, en tal sentido, trajo a colación al apoderado de los 

ejecutados, donde se dejó claramente dilucidada su improcedencia. Solo 

restaría hacer referencia, con efectos meramente ilustrativos, a la falta de 

competencia que se alegó por el lugar de cumpliento de la obligación 

plasmada en el título valor [Vereda Aposentos del Municipio de Sopó 

Cundinamarca]. 
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El numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso consagra 

como regla general de competencia el domicilio del demandado, con la 

precisión de que, si éste tiene varios domicilios, o son varios los 

demandados, puede accionarse ante el juez de cualquiera de ellos, a 

elección del demandante. A su vez, el numeral 3° dispone que “[e]n los 

procesos originados en un negocio jurídico o que involucren títulos 

ejecutivos es también competente el juez del lugar de cumplimiento de 

cualquiera de las obligaciones”.  

 

Por tanto, para las demandas derivadas de un negocio jurídico o de títulos 

ejecutivos, en el factor territorial hay fueros concurrentes, pues al general 

basado en el domicilio del demandado (forum domiciliium reus), se suma 

la potestad del actor de tramitar el proceso ante el juez del lugar de 

cumplimiento de las obligaciones (forum contractui), como así lo ha dicho 

la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, la cual ha doctrinado que el 

demandante, con fundamento en actos jurídicos de “alcance bilateral o en 

un título ejecutivo tiene la opción de accionar, ad libitum, en uno u otro 

lugar, o sea, en el domicilio de la contraparte o donde el pacto objeto de 

discusión o título de ejecución debía cumplirse; pero, insístese, ello queda, 

en principio, a la determinación expresa de su promotor”.3 

 

Así las cosas, “[S]i bien la regla general es el domicilio del demandado, en 

tratándose de los procesos a que da lugar una obligación contractual, es 

competente el juez del lugar de su cumplimiento y el del domicilio del 

demandado, a elección del demandante y el juez debe ceñirse a lo 

manifestado por el actor para efectos de la competencia”4; posición 

ratificada por la misma Corporación en el sentido que “para las demandas 

derivadas de un negocio jurídico o de títulos ejecutivos, en el factor 

territorial hay fueros concurrentes, pues al general basado en el domicilio 

del demandado forum domiciliium reus, se suma la potestad del actor de 

tramitar el proceso ante el juez del lugar de cumplimiento de las 

obligaciones forum contractui”5 

 
3 Corte Suprema de Justicia Sala Civil AC2421-2017 del 19 de abril de 2017 
4 C, S.J. Sala Civil AC157-2020 del 27 de enero de 2020 
5 Corte Suprema de Justicia Sala Civil AC384-2020 del 11 de febrero de 2020 
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En el asunto que nos convoca, el ejecutante tomó la opción de demandar 

en el domicilio de la parte ejecutada, para lo cual aportó como dirección 

para notificaciones una referida en la ciudad de Bogotá; tópico éste sobre 

el cual, se reitera, ya se pronunció esta instancia judicial. 

 

4.2. “Falta de legitimación en la causa por pasiva, carencia de causa 

en la obligación e inexistencia de recursos suficientes del acreedor 

como persona natural para la celebración del mutuo o préstamo”. 

 

Los mencionados medios defensivos se sustentaron, en síntesis, en que 

los dineros los prestó la sociedad Conaceites S.A.S. a Civilequipment 

S.A.S., y no el demandante como persona natural a los demandados, pues 

éstos nunca recibieron el dinero, el cual fue consignado en una cuenta de 

la empresa Civilequipment S.A.S. y, por tanto, éstos no están obligados a 

cancelar dicha suma de dinero.  

 

4.2.1. Desde el pórtico se avizora en el sub judice la legitimación en la 

causa, tanto por activa como por pasiva, pues la demanda la instauró el 

señor Vidal Pulido Mora, tenedor legítimo del título valor y persona a cuyo 

favor se suscribió el pagaré, contra quienes suscribieron el referido 

documento en calidad de deudores y personas naturales, Juan Carlos 

Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa, y no como representantes legales, 

socios o accionista de alguna empresa [Civilequipment S.A.S.] 

 

Ahora bien, la legitimación en relación con los titulos valores, ha dicho la 

jurisprudencia que “el poseedor del título, amparado por la apariencia de 

titularidad que le proporciona cinscubnstamncia de ser su tenedor en 

debida form,a, está facultado, frenntea ña persona que se obligó a través 

de su suscripción, para exigirle el cumplimiento de lo debido”6. Inclusive  la 

doctrina, ha ido más allá y ha dicho que “es la posibilidad de que se ejecrite 

el derecho por el tenedor, aun cuando no sea en realidad el títular jurídico 

del derecho conforme a las normas de derecho común; equivale, por 

 
6 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 23 de octubre de 1979. M.P. Germán 

Giraldo Zuluaga. 
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consiguietne a unabandono de cualquier investigación que pudiera 

realizarse sobe la pertenencia del derecho”7    

 

Consecuentes con lo anotado, es claro que la excepción de falta de 

legitimación en la causa está llamada al fracaso, pues, se reitera, demandó 

en acción ejecutiva el tenedor legítimo del título valor [Vidal Pulido Mora], 

a quienes suscribieron el mismo en calidad de obligados cambiarios y, por 

tanto, de deudores solidarios [Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta 

Correa Villada]. 

 

4.2.2. Dilucidado lo anterior, lo primero que se hace necesario clarificar en 

el sub examine es que, tal como lo confesaron las partes en conflicto a 

absolver sus interrogatorios de parte, la empresa Civilequipment SAS, es 

de propiedad de los aquí demandados Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia 

Julieta Correa Villada, y Conaceites es de propiedad del demandante Vidal 

Pulido Mora. 

 

Lo segundo, es que la base en que se sustentan los  medios exceptivos 

objeto de pronunciamiento, lo constituye el hecho de que los doscientos 

millones de pesos referidos como de capital en el pagaré que aquí se 

ejecuta, fueron consignados en la cuenta corriente Nº 159-697892-24 cuya 

titular es la empresa Civilequipment SAS, bajo el concepto “Pago de Prov 

Conaceites”, como así lo certificó Bancolombia S.A. el 5 de agosto de 2019, 

conforme al movimiento reflejado en extrato de la fecha [documento que 

aportó la parte ejecutada] y, por tanto, como el dinero no lo recibieron 

directamente los ejecutados, no están obligados a responder. 

  

4.2.2.1. Al contestar la demanda, el apoderado judicial que representa a 

los demandados fue reiterativo en afirmar que la suma de dinero aquí 

cobrada por el señor Vidal Pulido [$200.000.000] fue prestada, entregada 

en calidad de mutuo, pero a la empresa Civilequipment y, por eso, dicha 

suma de dinero se consignó en una cuenta corriente de esta empresa, y  

no a sus representados; que sus poderdantes “como personas naturales 

 
7 Rodríguez Joaquín. Derecho Mercantil, Porrúa 1976, pág. 256.  
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nunca recibieron el Circulante en efectivo, fueron las sociedades las que 

fungieron en sus calidades de acreedora y deudora”8, y más adelante 

expresó que “si ellos no han recibido el valor del Circulante, tampoco 

estarían obligados a la cancelación de esa suma ahora demandada, pues 

no se da la Ley de Acción y Reacción”9   

 

Nunca adujo el togado que los doscientos millones de pesos consignados, 

correspondieran al pago de alguna deuda que tuviera pendiente el señor 

Pulido Mora o su empresa Conaceites, con la compañía de propiedad de 

los demandados. 

 

No obstante lo anterior, sus poderdantes, Juan Carlos Lorenzo y Claudia 

Julieta Correa, al absolver sus interrogatoriose traen a colación un hecho 

nuevo que nunca fue expuesto al contestar la demanda, esto es, que 

la referida suma de dinero [$200.000.000,oo] corresponden al pago de una 

deuda que la empresa de propiedad del señor Vidal Pulido hizo a la 

empresa CivilEquipment, por unos supuestos trabajos de remoción de 

tierras que hicieron en un lote de terreno de aquél  [Vidal Pulido]; hecho 

nuevo que no puede ser  tenido en cuenta por esta instancia judicial, ya 

que ello sería vulneratorio del derecho de defensa y contradicción del 

demandante, quien no tuvo la oportunidad de defenderse y aportar las 

pruebas pertinentes tendientes a desvirtuar tal afirmación.  

 

Precisamente por lo anterior es que, se memora, conforme al artículo 281 

del Código General del Proceso, sólo se admite que en la sentencia se 

tenga en cuenta cualquier hecho modificatorio o extintivo del derecho 

sustancial sobre el cual verse el liltigio, ocurrido después de haberse 

propuesto la demanda [no antes], siempre que aparezca probado y haya 

sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de 

conclusión, o que la ley permita considerarlo de oficio.  

 

 
8 Cfr. folio 60 del expediente  
9 Cfr. folio 71 
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Sin embargo, y a pesar que lo anotado no encaja en el supuesto de la 

norma en cita, pero sí resulta relevante para la decisión que al final de esta 

sentencia se adoptará, se destaca que, frente a tal afirmación [pago de 

deuda por remoción de tierras], el Despacho interrogó al señor Vidal Pulido, 

quien fue contundente en manifestar que era falsa, y de manera enfática 

negó que él o su empresa Conaceites le adeudaran alguna suma dinero a 

los señores Lorenzo Alvis y Correa Villada o la empresa de éstos  

[Civilequipment] y, por el contrario, que él le prestó a éstos, quienes eran 

sus amigos y vecinos,  los $200.000.000.oo, porque ellos le pidieron ese 

favor, con el compromiso que se los devolverían a los tres meses, lo cual, 

a la fecha, no ha ocurrido.  

 

Y en cuanto a los referidos trabajos, precisó que ello se verificó en el año 

2014, por la suma de dieciocho 18 millones de pesos [$18.000.000,oo], la 

cual fue oportunamente cancelada; es decir, que lo manifestado por lo 

esposos Lorenzo-Correa, ocurrió tres años antes de suscribirse el pagaré 

por el préstamo que de buena fe les hizo a los demandados para 

colaborarles, y nunca por el mencionado trabajo de adecuación de un 

terreno de su propiedad en un conjunto ubicado en Aposentos. Relievó el 

señor Vidal Pulido lo absurdo de la afirmación, esto es, que por la remoción 

de tierra donde iba a construir su casa, se hubiese cobrado y pagado 

200.000.000,oo como así lo indicó la señora Claudia Julieta en su 

declaración de parte.  

 

Los aquí ejecutados, no fueron coherentes en relación con el tema, fueron 

reiteradamente evasivos, e incurrieron en contradicciones; no dieron 

cuenta de la época en que el trabajo por ellos referidos se realizó, ni cuánto 

cobraron por el mismo, ni poseer algún documento que diera cuenta de 

ello. Interrogados por el Despacho sobre, si dichos trabajos fueron 

ejecutados en el 2014, como lo indicó el señor Vidal, evadieron la 

respuesta, y al ser inqueridos sobre las consecuencias procesales de tal 

proceder, finalmente manifestaron no recordar. 
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En virtud al principio de inmediación de la prueba, la versión del 

demandante ofreció para el Despacho plenos motivos de credibilidad, a 

diferencia de lo expuesto por los demandados, a lo cual se suma que  

ningún elemento probatorio se aportó sobre el particular; lo que, se 

anticipa, pone en evidencia que los demandados, estando bajo la gravedad 

del juramento y enterados sobre las consecuencias penales de tal 

condición, faltaron a la verdad en una actuación judicial.  

 

4.2.2.2. Ahora bien, en cuanto al hecho relativo a que los 200.000.000.oo 

se hubiesen consignado en una cuenta corriente de la empresa 

Civilequipment SAS, de propiedad de los ejecutados, ello no los libera de 

su obligación, pues éstos comprometieron su resposabilidad al suscribir el 

pagaré base la acción, independiente de la forma en que iba a ser 

entregado el dinero, o para quién era el mismo, ya que, como se ilustró al 

inicio de esta providencia, por tratarse de un título valor, en los términos 

del artículo 619 del estatuto mercantil, se encuentran cobijados por los 

principios de literalidad, incorporación, legitimación y autonomía.  

 

Además, al tenor de lo dispuesto en los artículos 625 y 626 del Código de 

Comercio, toda obligación cambiaria deriva su eficacia de una firma puesta 

en un título valor10, y el suscriptor del mismo quedará obligado conforme al 

tenor literal del mismo, a menos que firme con salvedades compatibles con 

su esencia, lo cual “implica que las características y condiciones del 

negocio subyacente no afectan el contenido del derecho de crédito 

incorporado al título valor”11. Y, en el sub judice, en momento alguno los 

ejecutados Juan Carlos Lorenzo y Claudia Julieta Correa desconocieron 

haber suscrito el pagaré, es más, así lo admitieron, como el hehco de haber 

autenticado sus firmas ante un Notario público el 3 de abril de 2017, porque 

-dijeron-, el acreedor se los solicitó para entregarles el dinero; y, en efecto, 

el 5 de abril subsiguiente, se consignó la suma indicada en la cuenta 

bancaria de la empresa de los obligados, por directriz de los mismos 

deudores, como lo afirmó el actor. 

 
10 “Y de su entrega con la intención de hacerlo negociable conforme a la ley de su circulación” 
11 Así lo concluyó la Corte Constitucional en la sentencia aquí referida. 
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Admitieron los ejecutados en sus interrogatorios que, en verdad, solicitaron 

al señor Vidal les prestara $200.000.000,oo, y que, en tal virtud, firmaron 

el pagaré y autenticaron sus firmas, pero que finalmente eso quedó en una 

“presunción de préstamo”; sin embargo, no acreditaron en razón de qué,  

pasado un día, aquél consignó el dinero en la cuenta bancaria de la 

empresa que les pertenece.  

 

Reglas de la experiencia indican que, si fuera verdad que señor Vidal 

Pulido les debía esa suma de dinero por servicios prestados, como lo dijo 

la señora Claudia Julieta en su interrogatorio, primero, no le habrían pedido 

prestado ese dinero sino que le hubiesen exigido el pago de lo adeudado. 

Además, si era cierto que el señor Vidal Pulido les adeudaba ese dinero, 

porqué nunca alegaron eso en su defensa; es más, porque no lo 

demandaron por el supuesto incumplimiento en el pago del referido trabajo 

de excavación. 

 

Ahora, sobre el tema atinente a que en la consignación del dinero en 

Bancolombia aparece “Pago de prov Conaceites”, baste decir, de una 

parte, que dicha empresa es de propiedad del acreedor y, por tanto, nada 

extraño resulta que desde sus arcas haya salido el dinero, como tampoco 

lo es que desde la empresa de propiedad de los deudores [Civilequipment], 

se hubiesen podido efectuar pagos. Nada impide lo anterior, no existe 

ninguna disposición legal que lo prohíba, pues se trata de empresas 

privadas.  

 

No obstante lo anterior, el ejecutante no negó que el dinero saliera de su 

empresa Conaceites, y en cuanto al concepto referido en la cuenta, indicó 

haber dado la orden de consignación, sin que tenga conocimiento en qué 

forma se hizo o a qué rubro se aplicó, pero eso sí, enfatizó que la 

consignación no correspondía a dicho concepto, pues no se trató de ningún 

pago a proveedores sino de un préstamo efectuado a los dueños de 

Civilequipment. Ya en los alegatos de conclusión, explicó su apoderado 

judicial que en el departamento contable de la compañía se maneja la 

preexistencia en los modos de pago, y cuando se realiza alguno, se activa 
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la planilla de pagos y, en este caso, lo tomó como pago a proveedores, sin 

que en realidad la consignación correspondiera a dicho concepto.  

 

Para concluir, para esta instancia judicial resulta claro que, como lo refirió 

el mismo apoderado del extremo pasivo [con alcances de confesión 

conforme al artículo 193 del CGP], los 200.000.000,oo que consignó el 

señor Vidal a la empresa Civilequipment correspondía a un préstamo o 

contrato de mutuo, pero, efectuado a Juan Carlos Lorenzo y Claudia Julieta 

Correa y no a su empresa; fueron éstos quienes comprometieron su 

responsabilidad personal cuando suscribieron el pagaré como personas 

naturales y no en nombre y representación de la compañía; representación 

que, se destaca, ostentaba [y aún ostenta] la señora Claudia Julieta, como 

ésta misma lo confesó en su interrogatorio, siendo clara en informar que 

fue su esposo quien habló con el señor Vidal, pues ella ni siquiera asistió 

a la reunión, pero sí acudió, junto con su cónyuge, a la Notaría para 

autenticar su firma.  

 

Siendo lo anterior así, cómo podría aceptarse que el préstamo se hizo a la 

empresa Civilequipment SAS, como se indicó en la constestación de la 

demanda, cuando su gerente y representante legal, la señora Claudia 

Julieta, no intervino ni estuvo presente cuando se habló con la persona que 

iba a desembolsar el dinero entregado en calidad de mutuo?  

 

Sin perjuicio de lo anotado, lo cierto del caso es que, incluso si la suma de 

dinero contenida en un título valor no es entregada a quienes lo suscriben, 

igual están obligados a responder, pues, quien presta su firma es un 

obligado cambiario y garantiza el pago del mismo, aunque no 

necesariamente sea parte en el negocio subyacente que dio lugar al 

instrumento negociable. 

 

4.2.2.3. Por último, en cuanto a la supuesta falta de capacidad del señor 

Pulido Mora para prestar el dinero, resulta suficiente con decir, primero, 

que éste manifestó en su interrogatorio que posee tres empresas más y, 

segundo, que para los efectos del ejercicio de la acción cambiaria, lo que 
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resulta relevante es que el dinero en efecto se entregó. Y, en el sub lite eso 

nunca se desconoció, sólo que se trató de evadir la respondabilidad 

direccionando su entrega hacia una persona jurídica, como si eso fuera 

suficiente para desconocer una obligación validamente contraída. 

 

4.2.3. Consecuentes con todo lo anotado, las excepciones objeto de 

estudio, esto es, “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “carencia 

de causa” e “inexistencia de recursos suficientes del acreedor como 

persona natural para la celebración del lmutuo o préstamo”, están llamadas 

al fracaso. 

  

4.3. “Intereses por encima de los topes legales establecidos por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, lo que nos traslada a la 

conducta punible de usura del artículo 305 del Código Penal” 

  

4.3.1. El apoderado judicial de la parte demandada sustentó la excepción 

en comento, en que se pactó en el pagaré un interés del 3% mensual, lo 

que significa un 36% anual, el cual supera la tasa de intereses fijados por 

la Superintendencia Financiera de Colombia para el período en que se 

celebró el contrato de mutuo [abril de 2017], el cual estaba en 22.34 por 

ciento y, tras hacer referencia a lo dispuesto en los artículos 884 del código 

mercantil y 72 de la Ley 45 del 1990, manifestó que “se debe castigar en 

la jurisdicción civil ordinaria por rebozar los límites legales, en 

consecuencia, condenar los intereses a favor de los hoy demandados”.  

 

4.3.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 425 del estatuto 

general del proceso, dentro del término para proponer excepciones, el 

ejecutado podrá pedir, entre otras, la regulación o pérdida de intereses; 

solicitud que, establece dicha norma,  se tramitará y decidirá junto con las 

excepciones que se hubieren formulado.  

 

Si bien es cierto en el sub examine el representante judicial de los 

accionados no efectúo petición en la forma dispuesta en el canon 

normativo en cita, también lo es que, de lo transcrito en precedencia, 
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entiende esta instancia judicial que, eso era lo que pretendía, razón por la 

cual se procede a analizar el asunto desde esa óptica, máxime cuando 

también se planteó la excepción de compensación. 

 

Clarificado lo anterior, se relieva el respeto que debe gobernar en los 

acuerdos de voluntad, sea cual sea su origen, del límite señalado en el 

artículo 884 del Código de Comercio para el cobro de réditos de capital, el 

cual prevé que si las partes no convinieron tales frutos, éstos serán los 

equivalentes al “bancario corriente”, y si tampoco se determinaron los 

moratorios, éstos serán “el equivalente a una y media veces” aquél y “en 

cuanto sobrepase cualquiera de estos montos el acreedor perderá todos 

los intereses”. 

 

A su turno, el artículo 72 de la Ley 45 de 1990 preceptúa que “cuando se 

cobren intereses que sobrepasen los límites fijados en la ley o por la 

autoridad monetaria, el acreedor perderá todos los intereses cobrados en 

exceso, remuneratorios, o moratorios o ambos, según se trate, aumentado 

en un monto igual”; eventualidades en las que “el deudor podrá solicitar la 

inmediata devolución de las sumas que haya cancelado por concepto de 

los respectivos intereses, más una suma igual al exceso, a título de 

sanción”.  

 

En ese orden, con fundamento en las normas citadas, cuando se prueba 

el cobro excesivo de intereses, resulta legalmente procedente que se 

condene al acreedor a efectuar la devolución de los dineros que le fueron 

cancelados superando las tasas indicadas, aumentados en una cantidad 

idéntica a la determinada como excesiva. 

  

Ahora bien, para que lo anterior se abra paso, es imperioso que se 

demuestre que el acreedor obtuvo el pago efectivo y cierto de intereses 

por encima de los topes máximos legales, pues, no basta que ellos se 

hayan cobrado, sino que, necesariamente, deben haber sido cancelados 

por el deudor sumas superiores a las que por ley se encontraba obligado. 
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Efectuadas las anteriores precisiones se impone, entoces, establecer si en 

el caso que nos convoca hubo un cobro y pago de intereses por encima de 

los legalmente autorizados, para lo cual se hace necesario remitirnos a las 

resoluciones expedidas por la Superintendencia Financiera de Colombia, 

para establecer el monto de los intereses corrientes certificados para cada 

periodo y poder, así, determinar si en los meses en que se pagaron dichos 

réditos [desde el 5 de junio de 2017 al 5 de febrero de 2018], éstos se 

ajustaron o no a las disposiciones legales que regulan la materia.  

 

Como interés bancario corriente para la modalidad de crédito de consumo 

y ordinario, la precitada entidad certificó lo siguiente: (i) En la Resolución 

0488 de 2017, una tasa del 22.33% efectivo anual, entre el 1º de abril al 30 

de junio de 2017; (ii) Resolución 0907 del 30 de junio, 21.98% E.A, del 30 

de junio al 30 de septiembre; (iii) Resolución 1298 del 29 de septiembre de 

2017, 21.15% E.A. del 1º al 30 de octubre de 2017; (iv) Resolución 1447 

del 29 de octubre de 2017, 20.96 E.A. del 1º al 30 de noviembre; (v) 

Resolución 1619 del 29 de noviembre de 2017, 20.77% del 1º al 31 de 

diciembre de 2017; (vi) Resolución 1890 del 28 de diciembre de 2017, 

20.69% E.A. del 1º al 31 de enero de 2018; y (vii) Resolución 131 del 31 

de enero de 2018, 21.01% E.A. del 1º al 28 de febrero de 2018. 

 

Partiendo de la referida información, y efectuadas las conversiones de 

rigor, se colige que el interés pactado por las partes en el pagaré, esto es, 

del 3% mensual, en efecto supera el bancario corriente certificado por la 

autoridad monetaria competente para el período en que se efectúo el 

préstamo, en los remuneratorios, y el equivalente a una y media veces 

aquél en los moratorios; empero, como no basta que se haya pactado un 

interés que supere los topes ya indicados, sino que debe acreditarse que 

los mismos ciertamente se pagaron, se procede a determinar si en el 

presente asunto ello se verificó. 

 

En desarrollo del interrogatorio de parte rendido por el demandante Vidal 

Pulido Mora, el Despacho lo indagó sobre la existencia de pagos o abonos 

a la obligación por parte de los ejecutados, a lo cual éste respondió que se 
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habían pagado $48.000.000,oo por concepto de intereses, siendo el último 

pago en febrero de 2018. Y, toda vez que exhibió un documento que daba 

cuenta de ello, se le requirió para que lo aportara tanto al Juzgado como a 

la contraparte, como en efecto hizo. 

 

Revisado el precitado documento, titulado “Fecha liquidación a diciembre 

31 de 2018”, se observa que aparece una relación de pagos por concepto 

de intereses al 3% mensual, de $6.000.000,oo cada uno, que inicia el 5 de 

junio de 2017 [en mayo no se pagaron] y culmina el 5 de febrero de 2018, 

sin que se haya pagado ninguna suma en el mes de agosto; es decir, se 

registra un pago durante ocho meses, equivalente a $48.000.000,oo, como 

allí se especificó. 

 

Como se observa, fue el mismo demandante quien aportó una prueba que 

da cuenta que, en virtud al préstamo de los $200.000.000,oo, percibió un 

interés por encima del máximo legal permitido de acuerdo a lo certificado 

para cada período por la autoridad competente, razón por la cual, con base 

en la información que reposa en el documento que allegó, se establecerán 

los valores pagados en exceso por los deudores cambiarios por concepto 

de intereses moratorios, teniendo en cuenta que, desde un principio, éstos 

incurrieron en mora al no pagar el interes de plazo que correspondía por el 

primer mes [mayo de 2017], como igual ocurrió en el mes de agosto, como 

así da cuenta el cuadro que se aportó al proceso. 

 

Para efecto de lo anterior, al interés efectivo anual certificado por la 

Superintendencia Financiera se le aumenta el 50%, y todo se divide entre 

doce para obtener el interés moratorio mensual, y éste se le aplica al capital 

prestado [$200.000.000,oo] para determinar, cuánto se podía legalmente 

cobrar y, en consecuencia, a cuánto asciende el exceso en el que se 

incurrió de cara a los intereses realmente pagados [$6.000.000,00]. Así, 

por ejemplo, para el mes de junio 2017, se certificó una tasa del 22.33% 

E.A. que se convierte en el 33.495% [una y media veces el interes anual 

certificado], como el tope máximo legal permitido por interes moratorios, 

equivalente al 2.791% mensual, lo cual implica que legalmente se podían 
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cobrar $5.582.000,oo,  registrándose, por tanto,  un cobro en exceso de 

$418.000.oo. en ese período. 

 

Realizada la misma operación matemática con los meses subsiguientes 

hasta febrero de 2018, y teniendo en cuenta las tasas certificadas en cada 

periodo por la autoridad monetaria, se concluye que en el sub judice se 

presentó un cobro excesivo total en los intereses moratorios en cuantía de 

$5.290.000,oo, lo que significa que, a título de sanción, el acreedor tendría 

que devolver a los deudores la suma de $10.580.000,oo, equivalente a una 

suma igual al referido exceso. 

 

En tal sentido, de conformidad con los dispuesto en el artículo 884 del 

Código de Comercio, modificado por el artículo 111 de la Ley 510 de 1999, 

en concordancia con lo establecido en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990, 

la excepción objeto de estudio se declarará próspera, pues, evidente 

emerge que los intereses cobrados y efectivamente pagados, superaron el 

máximo legal permitido conforme a los intereses certificados por la 

autoridad competente. 

 

4.4. “Compensación” 

 

4.4.1. El gestor judicial del extremo pasivo señaló que, sin admitir la 

obligación posiblemente adquirida por los demandados, en caso de que 

éstos hayan efectuado pagos o abonos parciales a la obligación, solicita el 

reconocimiento de la excepción planteada. A su turno, el apoderado del 

ejecutante impetró que, en el evento de probarse pagos o abonos, se 

efectúen las imputaciones en la forma dispuesta en el artículo 1653 del 

Código Civil.  

 

4.4.2. El Código Civil, en sus artículos 1714, 1715 y 1716 consagra la 

compensación como un modo de extinguir las obligaciones de quienes son 

deudores entre sí, cuyas deudas sean en dinero, o de cosas fungibles, o 

indeterminadas, de igual género y calidad, liquidas y actualmente exigibles. 

La compensación, entonces, es un medio de extinción de las obligaciones 
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reciprocas, en donde se releva a los deudores del cumplimiento efectivo 

de las misma, hasta la concurrencia de la menor de ellas, de modo que 

sólo deba cumplirse con el excedente de la deuda. 

 

Conforme a los artículos en cita, para que opere por disposición de la ley 

dicho modo de extinción de las obligaciones, es necesario que concurran 

los siguientes requisitos: (i) que se trate de obligaciones recíprocas entre 

dos personas, esto es que cada una de las partes debe ser 

deudora “personal y principal de la otra” según la exigencia establecida en 

el artículo 1716 ibídem; (ii) que el objeto de dichas obligaciones recíprocas 

sea dinero o cosas fungibles, esto es, que se trate de aquellas que pueden 

ser reemplazadas por otras de igual calidad y género; (iii) que las 

obligaciones sean exigibles, esto es que su nacimiento o cumplimiento no 

se encuentren sometido a un plazo o a una condición, o que estándolo ya 

hayan ocurrido; y (iv) que las obligaciones sean líquidas, esto es que se 

encuentre determinado el monto al cual asciende cada una de ellas. 

 

La figura jurídica en comento parte de un supuesto necesario, la existencia 

de deudores recíprocos de géneros homogéneos, la cual puede ser legal, 

en cuyo caso se produce sin necesidad de declaración alguna y por la 

simple presencia de los requisitos exigidos, o puede ser convencional, 

cuando las partes así lo acuerdan, para solucionar deudas de las cuales 

son recíprocamente acreedor y deudor. También se contempla por la 

doctrina la llamada compensación judicial, para el supuesto de que 

demandada una persona contrademande al actor y, probados que sean los 

hechos en los cuales sustenta su posición, resulten obligaciones 

recíprocas que el juez compensa en la sentencia12. 

  

Consecuentes con lo anotado, y tomando en consideración que en el caso 

que nos convoca se verifican los prementados requisitos, resulta viable que 

opere la compensación que depreca el togado que representa a los 

demandados, esto es, de la suma de dinero que debe ser devuelta por el 

acreedor a los ejecutados [$10.580.000,oo,] frente al crédito cobrado, de 

 
12 Tratadista Sergio Rodríguez Azuero 
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modo que sólo deba cumplirse con el excedente de la deuda. En tal virtud, 

la suma pagada en exceso y la sanción consagrada en el artículo 72 de la 

Ley 45 de 1990, deberán imputarse en la forma indicada en el artículo 1653 

del Código Civil, es decir, primero a intereses y después a capital. 

 

4.5. Para concluir, se declararán imprósperas las excepciones tituladas (i) 

la falta de jurisdicción y competencia, ineptitud de la demanda y falta de 

integración del litisconsorte necesario por pasiva, por expresa disposición 

legal debieron plantearse mediante reposición contra el mandamiento de 

pago; y, (ii) la carencia de causa en la obligación, falta de legitimación en 

la causa por pasiva y carencia de recursos del acreedor como persona 

natural, ya que los demandados fueron quienes suscribieron el título valor 

y, por tanto, son los obligados cambiarios; además, el dinero se entregó en 

calidad de préstamo o mutuo, al margen de que se haya consignado en la 

cuenta bancaria de una persona jurídica. Por el contrario, se declararán 

prósperas las excepciones de cobro de intereses por encima de los topes 

legales establecidos por la Superintendencia Financiera de Colombia y 

compensación, conforme a lo dilucidado en el numeral que antecede.  

  

5. En ese orden de ideas, y en aplicación a lo dispuesto en el numeral 4° 

del artículo 443 del Código General del Proceso, el cual establece que si 

las excepciones prosperan parcialmente, en la sentencia se ordenará 

seguir adelante la ejecución en la forma en que corresponda, se dispondrá 

seguir adelante con el mandamiento de pago proferido el 05 de abril de 

2019 [corregido el 31 de mayo subsiguiente], con la modificación pertinente 

en cuanto al pago de los intereses moratorios, conforme a la excepción que 

en tal sentido se declaró próspera. 

 

Por último, en aplicación a lo dispuestso en el artículo 365 del estatuto en 

cita, y tomando en consideraicón que de las ocho excepciones de mérito 

que se plantearon, dos prosperaron, se condenará en costas a los 

ejecutados Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa Villada, a 

favor de la parte demandante, en proporción del 80% de las mismas, las 
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cuales serán liquidadas por secretaría en la forma y términos dispuestos 

en el artículo 366 ejusdem. 

 

IV. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO 

DE BOGOTÁ D. C., administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR imprósperas las excepciones de mérito tituladas   

“falta de jurisdicción y competencia, falta de integración del litisconsorte 

necesario por pasiva e ineptitud de la demanda, falta de legitimación en la 

causa por pasiva, carencia de causa en la obligación e inexistencia de 

recursos suficientes del acreedor como persona natural para la 

celebración del mutuo o préstamo”, propuestas por los ejecutados Juan 

Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa Villada, dentro del proceso 

ejecutivo instaurado en su contra por el señor Vidal Pulido Mora.  

 

SEGUNDO: DECLARAR prósperas las excepciones de cobro de 

intereses por encima de los topes legales establecidos por la 

Superintendencia Financiera de Colombia y compensación, planteadas 

por los mismos ejecutados dentro del asunto de la referencia, por las 

razones expuestas en esta providencia.  

 

PARÁGRAFO PRIMERO: DISPONER, en consecuencia, la devolución de 

suma de $10.580.000,oo, por parte del señor Vidal Pulido Mora a favor de 

Juan Carlos Lorenzo Alvis y Claudia Julieta Correa Villada, a título de 

sanción, por concepto de los intereses moratorios cobrados y pagados en 

exceso por éstos, en virtud al pagaré creado el 3 de abril de 2017, conforme 

a lo discurrido en el numeral 4.3.2. de la parte considerativa de esta 

sentencia. 
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PARÁGRAFO SEGUNDO: ADVERTIR que la anterior suma de dinero 

será compensada, en la proporción indicada, con la parte que corresponda 

por concepto del crédito cobrado dentro del presente proceso ejecutivo. En 

tal virtud, la suma pagada en exceso y la sanción consagrada en el artículo 

72 de la Ley 45 de 1990, deberán imputarse en la forma indicada en el 

artículo 1653 del Código Civil, es decir, primero a intereses y después a 

capital. 

 

TERCERO: ORDENAR seguir adelante la ejecución dentro del presente 

proceso, en la forma dispuesta en el mandamiento de pago emitido el 05 

de abril de 2019 [corregido el 31 de mayo subsiguiente], con la modificación 

pertinente en cuanto al pago de los moratorios, conforme a la excepción 

que en tal sentido se declaró próspera.  

 

CUARTO: ORDENAR el remate de los bienes embargados, y los que 

posteriormente se puedan llegar a embargar, previo secuestro y avalúo de 

los mismos, para que con su producto se pague la totalidad el crédito aquí 

perseguido, así como las respectivas costas. 

 

QUINTO: ORDENAR la práctica de la liquidación del crédito, conforme a 

lo previsto en el artículo 446 del Código General del Proceso.   

 

SEXTO: CONDENAR en costas a los demandados Juan Carlos Lorenzo 

Alvis y Claudia Julieta Correa Villada a favor del señor Vidal Pulido Mora, 

en proporción al ochenta por ciento de las mismas, las cuales serán 

oportunamente liquidadas por Secretaría, teniendo como agencias en 

derecho la suma de $12.000.000.oo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

                                                              

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Jueza 
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JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D. C. 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior es 
notificada por anotación en ESTADO No.  078  hoy, 18 de agosto 
de 2020 
 
 

LUIS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ 
SECRETARIO 


